
LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE ENTRE RIOS

DECLARA su enérgico repudio y preocupación tras la decisión del Ministerio

de  Desarrollo  Social  de  la  Nación,  de  suprimir  intempestivamente  las

pensiones no contributivas por invalidez, en detrimento de los beneficiarios y

su grupo familiar. 



FUNDAMENTOS

Honorable Cámara:

Es de público conocimiento la alarmante noticia tras la

eliminación masiva e intempestiva de las pensiones nacionales de carácter

no contributivo que son otorgadas por el Ministerio de Desarrollo Social en

beneficio de aquellas personas que sufren una discapacidad igual o mayor al

76% y no tienen ingresos económicos ni trabajo que permita la subsistencia

del beneficiario como su grupo familiar.

Las  personas  con  capacidades  diferentes  están  en

condiciones  de  vulnerabilidad,  puesto  que  por  su  situación  de  invalidez

carecen de capacidad para afrontar una actividad laboral como asumir los

gastos  que  significan  los  tratamientos  médicos,  la  rehabilitación  y  los

cuidados especiales. 

El Estado ha de tomar las medidas necesarias en pos de

la  protección  de  estas  personas  puesto  que  deben  generarse  políticas

públicas que posibiliten la igualdad de oportunidades conforme lo determinan

los Tratados Internacionales y nuestro ordenamiento jurídico vigente. 

Sin  embargo,  en  contraposición  al  principio  de

progresividad  de  los  Derechos  Humanos,  el  Estado  Nacional  tomó  la

decisión de quitarles un derecho adquirido en forma arbitraria y sin previo

aviso  aplicando restrictivamente el decreto 432/97 que prevé los requisitos

para  el  acceso a la  pensión por  invalidez,  entre  ellos:  no  poseer  bienes,

ingresos, ni  recursos que permitan su subsistencia;  no estar amparado el

peticionante, ni su cónyuge por un régimen de previsión, retiro o prestación

no contributiva alguna, entre otros. 



Asimismo,  es  notorio  el  desconocimiento  a  La

Convención  sobre  los  Derechos  de  las  Personas  con  Discapacidad  que

obliga  a  los  Estados Partes  a  adoptar  medidas administrativas  y  de  otra

índole para hacer efectivos los derechos reconocidos por la Convención; a

modificar o derogar leyes, reglamentos que sean discriminatorias contra las

personas con discapacidad; a abstenerse de actos que sean incompatible a

la  convención y  velar  que las autoridades e instituciones públicas actúen

conforme a ella, entre otras obligaciones. 

No  debemos  olvidar  que  la  medida  ha  generado  el

desamparado absoluto de aquellas personas que están en desigualdad de

condiciones  y  como  se  ha  mencionado  requieren  de  la  protección

indispensable  del  Estado.  Asimismo,  no  puede  pretenderse  el  estado  de

indigencia o la pobreza extrema del  peticionante para la obtención de un

beneficio destinado a personas que de por sí transitan una situación socio –

económica delicada.

Por todo lo mencionado, invitamos a los miembros de la

Honorable Cámara a que acompañen a la presente declaración. 

 


